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El derecho a la tierra de las comunidades y la 
jurisdicción agroambiental en Bolivia

Elva Terceros Cuellar 
Master Candidata al Doctorado en el Programa 
de Derecho Constitucional y Administrativo, 
unidad de Posgrado y Relaciones Internacio-
nales Facultad de Derecho y Ciencias Políticas 
Universidad Mayor de San Andrés (UMSA), La 
Paz- Bolivia, Estado Plurinacional de Bolivia. 
Email. elva.terceros@gmail.com. 

I. Introducción

El presente artículo expone acerca de las 
comunidades campesinas y su derecho a la 
tierra; la titulación a cargo de una entidad ad-
ministrativa, el Instituto Nacional de Reforma 
Agraria (INRA); la tutela judicial desde la juris-
dicción especializada agroambiental; los prin-
cipales tipos de procesos; y los mecanismos y 
dificultades de acceso y conflictos sobre tierras 
llevados ante la jurisdicción agroambiental.

II. Las Comunidades y sus formas de or-
ganización 

Actualmente, se estima que la población 
rural de Bolivia es de 3.536.614 habitantes, 
equivalente al 29% de un total estimado de 
12.169.501 para la gestión 2023 (Instituto Na-
cional de Estadística -INE- 2023). El último 
registro del Censo nacional realizado por el 
INE (2012) dio cuenta de 19.418 comunida-
des distribuidas a lo largo del territorio, de las 
cuales se estima que cerca del 85% son comu-
nidades campesinas.

La Constitución Política del Estado (2009, 
art. 394) diferencia entre comunidades indí-
gena originaria campesinas; comunidades in-
terculturales; comunidades afrobolivianas; y 
comunidades campesinas. En el primer caso, 
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las comunidades indígena originaria campe-
sinas conforman un pueblo indígena origina-
rio campesino, cuya existencia es anterior a la 
invasión colonial española. Tienen derechos 
desde su identidad, idioma, tradición histó-
rica, instituciones, territorialidad y cosmovi-
sión (Constitución Política del Estado 2009, 
arts. 2, 3 y 30). En el segundo caso, las comu-
nidades interculturales se encuentran confor-
madas por personas de diferentes identidades 
culturales, ancestrales o no, desplazadas de su 
lugar de origen al interior del territorio del 
boliviano. En tercer lugar, las comunidades 
afrobolivianas están conformadas por aque-
llas cuyos ancestros llegaron a lo que hoy en 
día es Bolivia, con derecho a la protección de 
sus saberes y conocimientos y a la promoción 
y defensa de sus derechos (Constitución Po-
lítica del Estado, 2009, art. 3, 100.2 y 218.2). 
Finalmente, en cuarto lugar, están las comu-
nidades campesinas, sin relación a su origen 
común precolonial, pero de origen boliviano, 
compuestas por grupos de personas asociadas 
por parentesco, identidad cultural, cercanía a 
sus viviendas, espacios de trabajo o constitui-
das por intereses comunes. Los miembros de 
las comunidades mantienen entre sí relacio-
nes mucho más frecuentes que relaciones con 
personas de otros lugares para la satisfacción 
de sus necesidades de convivencia social (De-
creto Ley N°3464, 1953, art. 122). 

La Ley de Reforma Agraria, por su parte, 
distingue tres clases de comunidades campe-
sinas: i) las de hacienda (50 o más familias so-
metidas al sistema de latifundio); ii) las agru-
padas (que se asocian voluntariamente para 
obtener el reconocimiento de su personalidad 
jurídica); y iii) las comunidades indígenas 
(compuestas por familias propietarias de un 
área legalmente reconocida como tierra de 
comunidad o de ocupación tradicional, y re-
gidas por instituciones propias) (Decreto Ley 
Nº 3464, 1953, art. 123). Asimismo, la Ley 
N°144 define como comunidad, al “conjunto 

de familias indígena originaria campesinas, 
comunidades interculturales y afrobolivianas 
que comparten territorio, cultura, historia, 
lengua y están organizadas legítimamente de 
acuerdo a sus normas y procedimientos pro-
pios” (2011, arts. 5.2, 7 y 8). 

El Decreto Supremo N°23858 (1994, art. 
1.II.b) define a la comunidad campesina, 
como “la unidad básica de la organización so-
cial del ámbito rural, que está constituida por 
familias campesinas nucleadas o dispersas 
que comparten un territorio común, en el que 
desarrollan sus actividades productivas, eco-
nómicas, sociales y culturales”. Es pertinente 
relevar que las comunidades campesinas en 
Bolivia no se definen solo por el hecho de que 
sus habitantes viven y trabajan en el campo, 
sino también porque esa forma de vida es 
articulada a lo colectivo, a lo comunal; sus 
miembros mantienen lazos de solidaridad, de 
conciencia en un colectivo social, con un sis-
tema de representación para gestionar su vida 
en comunidad y representar y demandar la 
atención de sus necesidades a la administra-
ción del Estado y a la sociedad civil.

Las comunidades campesinas ocupan un 
espacio definido en conjunto como territorio 
colectivo o de propiedades individuales que 
pueden tener áreas colectivas o no, y confor-
man una organización territorial de forma y 
estructura de origen ancestral o sindical1. Los 
pueblos indígenas u originarios están confor-
mados igualmente en comunidades, pero sus 
formas de organización son más autóctonas 

1 La forma de organización sindical campesina fue 
adoptada después de la guerra del Chaco, que partiendo 
de la organización tradicional de las comunidades, las 
reivindicaciones salariales, por tierras y derechos frente 
a los hacendados (García Linera y otros 2010, 109) o 
barraqueros, dependiendo la zona geográfica, sumado 
al desplazamiento de población a zonas de expansión 
agrícola o extractiva, por la necesidad de mano de obra 
u ocupación del territorio nacional, como a las tierras 
bajas (Escárzaga 2011, 131-132).
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o adoptadas desde tiempos coloniales, como 
los cabildos o corregimientos. El sindicato 
campesino es una organización de predios in-
dividuales o de propiedad colectiva, adoptado 
como comunidad, con el objetivo de acceder 
a tierras o su titulación, obtener servicios 
y otros beneficios comunes e internamente 
para regular la convivencia interna y la ges-
tión y defensa externa. 

De lo expuesto, se da cuenta de una di-
versidad de comunidades que tienen sus 
propias características y particularidades, 
que pasan por procesos de transformación y 
cambio constante como unidades básicas de 
la organización social del ámbito rural, que 
se recrean permanentemente según los pisos 
ecológicos.

II. a. Marco regulatorio para la protec-
ción del derecho a la tierra de las comu-
nidades campesinas

La política general sobre tierras, territo-
rio, distribución, redistribución y su titula-
ción, el control de la administración agraria, 
el catastro rural, así como el seguimiento del 
cumplimiento de la función social o eco-
nómico social, es una competencia priva-
tiva y exclusiva del nivel central del Estado 
(Constitución Política del Estado, 2009, art. 
298.I.17 y II.22.29.38), a cargo del Órgano 
Ejecutivo, a través del Instituto Nacional de 
Reforma Agraria (INRA). Este tiene, ade-
más, la facultad de promover la conciliación 
de conflictos emergentes de la posesión y del 
derecho de propiedad agraria (Ley N° 1715, 
1996, arts. 3, 18, 66, modificada por la Ley 
N° 3545, 2006 y el Reglamento agrario). 

El INRA, durante el proceso de sanea-
miento de la propiedad agraria2, ha conso-

2 Definido a partir de la intervención a las entidades 
encargadas de la distribución de tierras creadas con la 
reforma agraria de 1953, por los actos de corrupción 

lidado el derecho propietario a quienes se 
encontraban ocupando la tierra y cumplien-
do la función social o la función económico 
social, dependiendo el tipo de propiedad3. 
La pertenencia de la tierra incluye: el dere-
cho de uso y aprovechamiento exclusivo de 
los recursos naturales renovables; para las 
comunidades, además de la consulta previa 
e informada para la explotación de los recur-
sos no renovables, la aplicación de sus nor-
mas propias, administradas por sus estruc-
turas de representación y la definición de su 
desarrollo de acuerdo a criterios culturales 
y principios de convivencia armónica con la 
naturaleza; y la obligación del cumplimiento 
de la función social (Constitución Política 
del Estado, 2009, arts. 394.III, 403, 307). 

Las comunidades tienen derecho a la 
tierra (individual o colectivamente) y a la 
función social que la acreditan con el apro-
vechamiento sustentable de la tierra en el de-
sarrollo de actividades productivas, de acuer-
do a su capacidad de uso mayor, en beneficio 
de la colectividad, de la o el titular y su familia 
(Constitución Política del Estado, 2009, art. 
397.II y III; Ley N° 1715, 1996, arts. 2 y 41, 
modificada por la Ley N° 3545, 2006).

identificados y la necesidad de la regularización del de-
recho de propiedad, el reconocimiento del derecho a 
quienes se encuentren ocupando la tierra legalmente y 
la distribución y redistribución de tierras, iniciado en 
1996, con la puesta en vigencia de la Ley N°1715.

3 De acuerdo a la zona geográfica, la pequeña propiedad 
individual puede llegar a hasta 50 ha (zona sub tropical) 
y a hasta 80 ha (sub zona Chaco) como propiedad agrí-
cola y a 500 ha si es ganadera; y la propiedad comunal 
o colectiva o comunitaria, hasta donde ocupan o llegan 
sus necesidades de espacio (Decreto Ley N°3464, 1953, 
Art. 15 y ss; Decreto Supremo N°29215, 2006, Disposi-
ción Transitoria Quinta).
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II. b. El reconocimiento de la propiedad 
de la tierra a comunidades campesinas 
producto del saneamiento de tierras en 
Bolivia

El saneamiento para la regularización de 
derecho propietario como propiedad colecti-
va o individual deviene de la decisión de los 
miembros de la comunidad, ratificando lo 
colectivo de la ocupación en algunos casos, 
convirtiendo los títulos proindivisos en colec-
tivos o predios individuales, como lo prevé 
el Reglamento agrario aprobado mediante el 
Decreto Supremo N°29215 y sus posteriores 
modificaciones: “[m]ientras dure el proceso 
de saneamiento de la propiedad agraria, se 
garantiza la titulación de comunidades cam-
pesinas y colonizadores de manera individual 
y colectiva, conforme lo decidan sus interesa-
dos” (2007, Disposición Transitoria Décima 
Quinta). La decisión de los titulares es asu-
mida desde sus formas de organización, cul-
tura e identidad, como áreas colectivas, o en 
su caso, optar por el saneamiento individual, 
con áreas de uso colectivo, pero sin perder 
su esencia de comunidad campesina. Según 
la Constitución Política del Estado (2009, art 
397.III): “[…] las comunidades podrán ser ti-
tuladas reconociendo la complementariedad 
entre derechos colectivos e individuales res-
petando la unidad territorial con identidad”.

Para desarrollar el saneamiento de la pro-
piedad agraria, del total de la superficie de 
109.858.100 ha en Bolivia, el INRA (2023)4 
identificó como superficie rural sujeta a sa-
neamiento 103.357.538 ha. Como resultado 
del saneamiento de las 94.105.810 ha., entre 
1996 y 2022 fueron identificadas 26.1 millo-
nes de ha (28% del total de la superficie sa-
neada) como propiedades comunarias y pe-
queñas propiedades, y 25.6 millones de ha 
como tierras comunitarias de origen (TCO) 

4 6.500.562 ha corresponden a manchas urbanas.

o territorios indígena originaria campesinos 
(TIOC) (INRA, 2023) haciendo un total de 
51.7 millones de ha (55% colectivas o peque-
ñas propiedades individuales).

Se evidencia el cambio significativo que 
hubo en la distribución de tierras a favor de 
las comunidades y pueblos indígena origi-
nario campesinos, comparado con la distri-
bución y reconocimiento desarrollado entre 
1953 y 1992, con la reforma agraria. De las 
56.4 millones de hectáreas distribuidas, 17.2 
millones (30%), lo fueron bajo la figura de so-
lar campesino, pequeña propiedad y propie-
dad comunaria, y 39.2 millones (68%) se re-
conocieron como propiedades empresariales 
y medianas (entre 500 hasta 50.000 hectáreas 
por beneficiario) (INRA, 2023).

III. El pluralismo jurídico en Bolivia

La Constitución Política del Estado (2009, 
art. 1), declara a Bolivia un Estado comunita-
rio e intercultural, fundado en la pluralidad y 
el pluralismo en los ámbitos jurídico, cultu-
ral, lingüístico, etc. En el marco del pluralis-
mo, reconoce 36 naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, así como a las comu-
nidades en su conformación (Constitución 
Política del Estado, 2009, arts. 3 y 5). 

En el ámbito judicial, determina que la 
función judicial es única y se ejerce por la ju-
risdicción ordinaria, agroambiental, la indí-
gena originaria campesina y la justicia cons-
titucional (Constitución Política del Estado, 
2009, art. 179), con distribución competencial 
material dada por la Constitución Política del 
Estado y la legislación de desarrollo como la 
Ley del Órgano Judicial y la Ley de Deslinde 
Competencial. La jurisdicción agroambiental 
tiene competencias en materia agraria, recur-
sos naturales renovables, biodiversidad, aguas 
y medio ambiente (Constitución Política del 
Estado, 2009, art. 189); la jurisdicción indí-
gena originaria campesina, en lo que históri-
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camente venia conociendo (Ley Nº073, 2010, 
art. 10.1, 11) y es inherente a la esencia de la 
plurinacionalidad y a su libre determinación 
(SCP 0764/2014.III.2, 8); y la jurisdicción 
ordinaria tiene competencias en materia ci-
vil, comercial, familiar, niñez y adolescencia, 
tributaria, administrativa, laboral y de seguri-
dad social, anticorrupción y penal.  

El ejercicio del derecho propietario de la 
tierra, ante problemas, habilita la vía jurisdic-
cional para su tutela, tal cometido es compe-
tencia de la jurisdicción especializada agro-
ambiental, salvo la distribución interna entre 
los miembros de comunidades o pueblos in-
dígena originario campesinos titulados colec-
tivamente, que es competencia de las autori-
dades propias de las comunidades y pueblos 
indígena originario campesinas.

IV. La jurisdicción agroambiental

La jurisdicción agroambiental surgió 
como “Judicatura Agraria” en 1996, prestando 
servicios desde el año 2000, con jurisdicción 
y competencia en materia agraria y amplia-
da posteriormente a la actividad productiva, 
forestal y el uso y aprovechamiento de aguas 
(Ley N°3545, 2006, art. 17). Con las nuevas 
disposiciones constitucionales, producto del 
proceso constituyente y el referendo aproba-
torio de la nueva Constitución, la Jurisdicción 
Agroambiental se transformó atendiendo 
-además de en materia agraria y forestal- otras 
competencias: en ambiental, biodiversidad, 
recursos naturales renovables y aguas (Cons-
titución Política del Estado, 2009, art. 189). 
Asimismo, la Ley N°025 (2020, Art. 131.II) 
indica que la jurisdicción agroambiental “[d]
esempeña una función especializada y le co-
rresponde impartir justicia en materia agra-
ria, pecuaria, forestal, ambiental, aguas y bio-
diversidad; que no sean de competencias de 
autoridades administrativas”. 

Respecto a su estructura y por disposi-

ción constitucional, las máximas autoridades 
que componen el Tribunal Agroambiental se 
eligen por voto popular, en elecciones gene-
rales (Constitución Política del Estado, 2009, 
art. 188.I), teniendo i) al Tribunal Agroam-
biental como máximo tribunal de cierre, 
operando el per saltum, para los recursos de 
casación a través de dos salas especializadas, 
y ii) a los 63 juzgados agroambientales de 
primera instancia. 

Una de las características más relevantes 
de esta jurisdicción es la itinerancia de los 
juzgados agroambientales, que fue estableci-
da en la Ley de Órgano Judicial (art. 151), en 
la que se precisó que “[l]as juezas y los jueces, 
cuando las condiciones lo exijan, en consulta 
con el Tribunal Agroambiental, podrán fijar 
para el ejercicio de su competencia territo-
rial una o más sedes temporales, la que debe 
ser comunicada públicamente”. Asimismo, 
las itinerancias se regulan por reglamento5, 
que dispone en cada gestión, en coordina-
ción con la sociedad civil, la presentación de 
programaciones por parte de las y los jue-
ces agroambientales para aprobación ante la 
Sala Plena del Tribunal Agroambiental. Este 
mecanismo facilita el acceso a la justicia a las 
comunidades campesinas, toda vez que los 
juzgados agroambientales se desplazan por 
el espacio territorial de su competencia, per-
mitiendo la llegada de los servicios judicia-
les a los lugares más alejados, en los que se 
encuentran los conflictos.

Un aspecto importante a considerar para 
que los juzgados agroambientales puedan 
asumir competencia en materia agraria radi-
ca en la condición que ante conflictos emer-
gentes de la posesión, la propiedad y activida-
des agrarias o de naturaleza agroambiental, el 
requisito es la conclusión del proceso de sa-

5 Reglamento del Programa de Justicia Itinerante, apro-
bado por Sala Plena del Tribunal Agroambiental, el 25 
de abril de 2019.



Elva Terceros Cuellar 

238 § Revista MPD

neamiento o su no ejecución, en razón a que 
durante el proceso de saneamiento la juris-
dicción agroambiental sólo tiene competen-
cia en cierto tipo de conflictos en el área rural 
y en área urbana, si en el espacio se desarrolla 
alguna actividad productiva agropecuaria6. 

IV. a. Carácter social de la materia agra-
ria y los institutos jurídicos propios

El carácter social del Derecho Agra-
rio, como lo establece el Decreto Supremo 
N°29215 (2007, art. 3), se debe al dominio 
originario del Estado sobre la tierra y la re-
forma agraria permanente para garantizar el 
control del adecuado uso de la tierra con el 
cumplimiento de la función social o econó-
mico social de la propiedad; así como en la re-
solución de controversias, ante la igualdad de 
elementos objetivos probatorios prevalecerá 
la función social respecto a la función econó-
mico social y el bienestar e interés colectivo 
frente al bienestar individual; el impulso de 
oficio de los procesos; el no reconocimiento 
de derechos o pérdida del mismo y la obliga-
toriedad de denuncia cuando se identifiquen 
relaciones servidumbrales, como efecto de 
cualquier actividad dentro de predios agra-
rios; el respeto a la aptitud de uso del suelo 
y a su empleo sostenible cumpliendo normas 
ambientales; y por considerar la tierra de ma-
nera integral, incluyendo sus connotaciones 
sociales, culturales, ambientales, económicas 
y de desarrollo rural, entre otros.

En lo procesal, se contemplan los princi-
pios de: función social, oralidad, inmediación, 
dirección, gratuidad, publicidad, especialidad, 
celeridad, defensa, concentración, integrali-

6 Ley N°1715, 1996, art. 30, modificada por la Ley 
N°3534, 2006, art. 17; Ley N°25, 2010, arts. 144 y 152; 
AAP S2 N°83/2022, FJ.II.iii, 9; SC N°0378/2006-R, II.2, 
6; SCP 2140/2012, II.3, 8-9; SCP 1975/2014, III.2, 6 y 
SCP 1988/2014, III.3, 10.

dad, inmediatez, servicio a la sociedad, precau-
torio, responsabilidad ambiental, sustentabili-
dad e interculturalidad (Constitución Política 
del Estado, 2009, art. 186; Ley N°1715, 1996, 
art. 76 y Ley N°025, 2010, art. 132).

IV. b. Descripción de procesos agrarios 
en la jurisdicción agroambiental

En sujeción a los principios de acceso a la 
justicia y desjudicialización, en los juzgados 
agroambientales se aplica el proceso concilia-
torio, que permite el acercamiento entre los 
afectados, quienes sin contar con asistencia 
técnica pueden pedir a la autoridad judicial 
que sea convocada la otra parte a un proce-
so conciliatorio. Ese procedimiento se puede 
realizar antes de iniciado un proceso judicial 
como “conciliación previa” o durante su de-
sarrollo como “conciliación intraprocesal”. En 
estas etapas las y los jueces agroambientales 
tienen la obligación de instar a las partes a la 
conciliación (Ley N°1715, 1996, art. 83.4), ex-
plicando sus alcances y beneficios. En ambos 
casos (conciliación previa o conciliación in-
traprocesal), las partes suscriben un acta; en 
caso de concretarse la conciliación, es homo-
logada por la autoridad judicial, alcanzando 
la calidad de cosa juzgada y de cumplimiento 
obligatorio; si el acuerdo fuere parcial, el pro-
ceso podría iniciarse o proseguir en la parte 
no consensuada, teniéndose por acordado so-
bre la parte en la que si hubo acuerdo. 

Al primer trimestre de 2023, las concilia-
ciones previas han sido cerca del 26% de las 
3020 causas atendidas en los juzgados agro-
ambientales. El porcentaje de estos procesos 
en gestiones anteriores ha alcanzado incluso 
al 40% de las causas (Tribunal Agroambien-
tal 2023; Rendición Pública de Cuentas Ini-
cial 2023).

Una característica especial en la jurisdic-
ción agroambiental radica en que la misma 
autoridad judicial se convierte en facilita-
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dor, mediador o conciliador dependiendo 
de la necesidad, dejando su rol de juez para 
coadyuvar a las partes a llegar a un acuerdo 
y resolver el conflicto. Para solicitar concilia-
ción no se necesita apoyo técnico, porque se 
puede llegar al juzgado y, vía un formulario o 
acta, el personal de juzgado recoge y plasma 
la solicitud de convocatoria o invitación a la 
otra parte. Así inicia el proceso conciliatorio, 
allá donde físicamente sea más conveniente, 
lo que permite a las comunidades campesinas 
y/o a sus miembros llegar con sus problemas 
directamente ante los juzgados agroambien-
tales o aprovechar la presencia del juzgado en 
las zonas más cercanas por la itinerancia.

Otra facilidad del juzgado agroambien-
tal, para garantizar la justicia gratuita, es que 
cuenta con un técnico especialista para apo-
yar el trabajo de la autoridad judicial y brin-
dar informes, actividad que libera a las partes, 
como a las comunidades campesinas, de te-
ner que cubrir los costos de un perito o pro-
fesional técnico externo. Otro servicio en los 
juzgados de áreas rurales, aunque limitado, 
es la habilitación de defensores de oficio (Ley 
N°25, 2010, art. 113).

Una cualidad importante en el trabajo de 
los juzgados agroambientales radica en que 
el procedimiento base aplicado es el juicio 
oral, que concentra bajo el principio de in-
mediación la mayor cantidad de actuaciones 
procesales en las audiencias principal y com-
plementaria; además, utiliza el protocolo de 
actuación con perspectiva intercultural7, en-

7 Cómo Órgano Judicial, se ha puesto en vigencia un 
protocolo de coordinación interjurisdiccional de las 
juezas y jueces en el marco del pluralismo jurídico igua-
litario, para facilitar el trabajo de la jurisdicción, mismo 
que desarrolla mecanismos de coordinación y coope-
ración, elaborado por el Tribunal Supremo de Justicia, 
con la asistencia de la Oficina en Bolivia del Alto Comi-
sionado de Naciones Unidades para los Derechos Hu-
manos (OACNUDH Bolivia), Adoptado por Acuerdo 
de Sala Plena del Tribunal Agroambiental, Acuerdo SP. 

foque de género e interseccional, así como, si 
corresponde, un idioma nativo de la región 
por las y los jueces. También se utilizan cri-
terios culturales, pudiendo contar con tra-
ductores o intérpretes interculturales o, en su 
defecto, llegar a las autoridades nativas loca-
les como primera fuente de consulta o inter-
pretación. Según la Ley N°269 (2012, art. 24), 

El Órgano Judicial, deberá garantizar en 
los juicios y procedimientos el uso de los 
idiomas oficiales del Estado. Toda persona 
que se encuentre involucrada en procesos 
judiciales tiene derecho a defenderse en su 
propio idioma, con traductora o traductor, 
asignada o asignado de manera gratuita. 
Las servidoras y servidores públicos del 
Órgano Judicial deberán conocer un idio-
ma de las naciones y pueblos indígena ori-
ginario campesinos de acuerdo al principio 
de territorialidad. 

También se aplican otros procedimientos, 
como los voluntarios, ejecutivos, monitorios, 
sumarísimos, medidas cautelares o precauto-
rias, dependiendo el tipo de causa o proceso 
que se presente ante la jurisdicción agroam-
biental. La jurisdicción, en lo agrario, trabaja 
en el área social del derecho con facilidades 
de acceso a las comunidades campesinas y, 
por las limitaciones de lejanía, de apoyo téc-
nico, presupuestarias o de conocimiento, las 
poblaciones alejadas tienen limitada su llega-
da a la jurisdicción agroambiental.

IV. c. Acciones agrarias ante los Juzga-
dos agroambientales

La jurisdicción agroambiental puede co-
nocer diferentes tipos de procesos o acciones 
nominadas, además de todas aquellas que 
puedan adecuarse o ser definidas por ley (Ley 

TA N° 016/2018 de 5 de septiembre de 2018.



Elva Terceros Cuellar 

240 § Revista MPD

N°25, art. 152; Ley 1715, art. 39, modificada 
por el art. 23 de la Ley N°3545; entre otras). 
Entre estas se puede citar:

•	 Acciones reales agrarias, personales y 
mixtas;

•	 Acciones de defensa para garantizar el 
derecho de propiedad; 

•	 Acciones posesorias o de defensa para 
garantizar el derecho de posesión;

•	 Procesos voluntarios;
•	 Procesos sumarísimos (desalojo por 

avasallamiento); 
•	 Acciones ambientales precautoria, de 

prevenir y establecer la responsabilidad 
ambiental;

•	 Procesos de estructura monitoria; 
•	 Proceso de ejecución coactiva de suma 

de dinero, por actividades de naturaleza 
agroambiental;

•	 Además de las medidas preparatorias o 
preliminares, medidas cautelares o pre-
cautorias;

•	 Otras establecidas por ley.
Durante el periodo comprendido entre el 

año 2000 y el primer trimestre de 2023, las y 
los jueces agroambientales, en materia agra-
ria, han atendido 72.836 causas, de las cuales 
el 14% correspondieron a acciones posesorias 
o de defensa de la posesión; 14% a acciones 
reales personales y mixtas; y un 8% corres-
pondieron a acciones voluntarias, acciones 
de desalojo por avasallamiento y acciones de 
defensa del derecho de propiedad, entre los 
resultados más relevantes (CICERO 2023).

IV. d. Procesos y procedimientos ante el 
Tribunal Agroambiental

Los procedimientos agrarios técnico jurí-
dico administrativo de saneamiento, expro-
piación, de reversión y dotación de tierras 
fiscales que desarrolla el INRA pueden ser re-
visados por el Tribunal Agroambiental, en el 
marco del control de legalidad, mediante los 

procesos contencioso administrativos para 
revisar las resoluciones finales. En este sen-
tido, durante el periodo 2000-2023 han sido 
atendidas y resueltas 1.937 demandas conten-
cioso administrativas, en su mayor parte con-
tra resoluciones finales de saneamiento de la 
propiedad agraria.

Una vez concluido el proceso de sanea-
miento, por demanda de nulidad o anula-
bilidad de títulos ejecutoriales, llegaron al 
Tribunal Agroambiental 922 causas. Para la 
revisión de las decisiones de las y los jueces 
agroambientales como procesos de puro de-
recho, a través de los recursos de casación y/o 
nulidad, el Tribunal Agroambiental ha cono-
cido y resuelto 1.981 casos (SISAGRO, 2023).

V. Formas y prácticas de coordinación, 
cooperación y complementariedad en-
tre jurisdicciones

En el marco del pluralismo jurídico iguali-
tario, el Órgano Judicial está encargado de la 
tutela para garantizar el ejercicio de los dere-
chos, deberes y obligaciones de las personas 
particulares como de las entidades públicas. 
La tutela judicial debe ser ejercida por las di-
ferentes entidades que conforman el Órgano 
Judicial y las que se encargan del servicio de 
justicia: i) en coordinación, concertando me-
dios y esfuerzos con acceso a información, 
espacios de diálogo y otras formas de inter-
cambio de experiencias; ii) en cooperación, 
cuando sea necesario en atención de casos; y 
iii) en complementariedad con la concurren-
cia de esfuerzos e iniciativas entre jurisdiccio-
nes (Ley N° 73, 2010, arts. 4.f, 14 y 16), que 
les permita cumplir su misión y superar sus 
limitaciones con otra entidad.

VI. Dificultades

Se identifican las siguientes dificultades:
•	 Marco legal regulatorio: La gestión y 
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distribución de la tierra tiene manda-
tos constitucionales, como la extensión, 
características y forma de conversión 
por tipo de propiedad y la regulación 
del mercado de tierras que precisan ser 
cubiertos a través de una ley; así como 
la adecuación de las normas internas de 
las comunidades para evitar problemas 
por distribución o irrespeto que vayan 
en contra de la naturaleza comunitaria, 
entre otros.

•	 Proceso de saneamiento: Con respec-
to al proceso de saneamiento de la pro-
piedad agraria por el INRA, si bien está 
concluyendo, las demandas contencioso 
administrativas y demandas de nulidad 
de Títulos Ejecutoriales ante el Tribu-
nal Agroambiental sostienen un retraso 
que impide la aplicación de una justi-
cia pronta y efectiva en la jurisdicción 
agroambiental a causa de las acciones 
de defensa constitucional que son in-
terpuestas por los justiciables, así como 
la interposición de acciones de amparo 
constitucional, que son resueltas tardía-
mente dadas las numerosas causas que 
van en revisión ante los jueces o salas de 
garantías y ante el Tribunal Constitucio-
nal Plurinacional. 

•	 Pluralismo jurídico en Bolivia: El des-
conocimiento y la falta de información 
en muchas comunidades sobre los lí-
mites competenciales en la distribución 
interna de tierras entre sus miembros, 
la protección de la vida en comunidad, 
respaldada por otras jurisdicciones 
-principalmente la agroambiental en 
función a los mecanismos de coordi-
nación y cooperación- son escasamente 
difundidos y practicados.

•	 Carácter social de la materia agraria: 
Respecto al dominio originario del Es-
tado sobre la tierra y la reforma agraria, 
que obliga al cumplimiento de la fun-

ción social por las comunidades para 
mantener su derecho de propiedad y 
hacer uso sostenible de la misma con 
base en un desarrollo rural integral sus-
tentable (Constitución Política del Es-
tado 2009, art. 406.I), que necesitan ser 
priorizados.

•	 Procesos agrarios: Los juzgados, que 
aplican criterios interpretativos diversos 
para resolver una determinada acción, 
que sostienen falta de uniformidad en 
los formatos aplicados en los procesos 
judiciales y la característica de la ora-
lidad que complejiza la normalización 
de los procedimientos aplicados, entre 
otros, son aspectos que se deben con-
sensuar y uniformar en lo posible, res-
petando criterios diferentes o disiden-
tes. Por otra parte, si bien la mayoría de 
las causas resueltas en juzgados agroam-
bientales obedecen a procesos concilia-
torios, estos aun no son suficientes para 
permitir el acceso a justicia a comuni-
dades campesinas, principalmente por 
las limitaciones estructurales que hacen 
a su posibilidad de acceso a una tutela 
judicial efectiva.

•	 Composición de las causas: La compo-
sición de las causas atendidas por la ju-
risdicción agroambiental requiriere rea-
lizar importantes esfuerzos y consensos 
con el objeto de promover y comple-
mentar el tratamiento procesal agrario, 
en el área social del derecho y las demás 
materias de competencia agroambiental 
(aguas, medio ambiente, biodiversidad, 
entre otras). 

•	 Políticas de acceso a la justicia y des-
judicialización: Se ha visto en la prác-
tica agroambiental que estos principios 
se cumplen tanto desde la aplicación 
de la Itinerancia como la conciliación; 
sin embargo, se requiere que estas po-
líticas sean desarrolladas, estructura-
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das, articuladas e implementadas en 
todas las instancias del Órgano Judicial 
a objeto de materializar las mismas en 
las intervenciones judiciales. Por otra 
parte, el acceso a los servicios de justi-
cia agroambiental se ve limitado en las 
comunidades alejadas, debido a los cos-
tos económicos y conocimientos para 
contar con el servicio de apoyo técnico 
especializado, como asesores legales u 
otros, dificultando la acción de defensa 
de derechos en materia de tierras, ante 
la necesidad de tutela judicial.

•	 Capacidades técnicas limitadas: Ac-
tualmente la carencia de medios y for-
mación técnica especializada limita a las 
comunidades en la delimitación de sus 
espacios y mejora de sus conocimientos; 
más aún, considerando las dinámicas 
en la distribución de sus territorios, los 
avasallamientos inclusive en las Tierras 
Fiscales disponibles a efectos de su do-
tación. La jurisdicción agroambiental 
en el marco de la coordinación y coope-
ración presta apoyo con capacitaciones 
y en actividades de mensura y deslinde, 
toda vez que los principales problemas 
recurridos tienen su base en la delimita-
ción de espacios.

VII. Conclusiones

•	 A 30 años del reconocimiento de la ju-
risdicción agraria y su conversión a ju-
risdicción agroambiental, esta aun no es 
conocida por la población, requiriéndo-
se un mayor trabajo en la promoción y 
socialización de competencias ante la 
sociedad civil, el sistema universitario 
y profesionales abogados, incidiendo en 
el balance y cuantía de causas que ac-
tualmente son procesadas por esta juris-
dicción.

•	 Se requiere trabajar con mayor profun-

didad el deslinde competencial con las 
otras jurisdicciones, con instrumentos 
propios de cada jurisdicción, que preci-
sen los límites en las actuaciones judi-
ciales respetando las competencias asig-
nadas a cada jurisdicción.

•	 Es necesario aplicar los mecanismos 
constitucionales de coordinación, coo-
peración y complementariedad entre 
jurisdicciones que permitan superar li-
mitaciones institucionales con sus res-
pectivas potencialidades, con espacios 
de diálogo formalizados, con el recono-
cimiento mutuo y compromiso por el 
bien de la población.

•	 Las dificultades de acceso a la informa-
ción y conocimiento de servicio por las 
comunidades se pueden superar reali-
zando un mayor esfuerzo en: las plani-
ficaciones participativas desde los juzga-
dos agroambientales, las itinerancias, las 
conciliaciones y la permanente socializa-
ción de competencias, entre otras.

•	 Se requiere profundizar en el desarrollo 
de políticas públicas judiciales respecto 
a la formación y especialización profe-
sional del Órgano Judicial y, en particu-
lar, del personal de la jurisdicción agro-
ambiental.

•	 Se requiere la implementación de leyes 
por la Asamblea Legislativa Plurina-
cional y en lo procesal agroambiental 
a efectos de otorgar mayor seguridad 
jurídica y permitir el ejercicio de com-
petencias plenas a la jurisdicción agro-
ambiental.

•	 Se precisa agilizar la resolución de pro-
cesos que son de conocimiento por la 
jurisdicción constitucional en las cau-
sas que son sometidas a revisión, par-
ticularmente en las acciones de ampa-
ro constitucional, que impiden que las 
resoluciones finales de saneamiento 
adquieran su ejecutoria para su poste-
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rior titulación, sobre todo respecto a las 
Tierras Fiscales disponibles para redis-
tribución de tierras.  

•	 Existe necesidad de promover la conci-
liación judicial y extrajudicial en el mar-
co de la negociación, mediación y los 
procedimientos propios de las comu-
nidades indígena originaria campesi-
nas, respetando los derechos y garantías 
constitucionales tanto en lo individual y 
colectivo con criterios de interculturali-
dad, género e interseccionalidad.
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